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ELEMENTOS CLAVE
Haití no ha celebrado elecciones presidenciales en
aproximadamente una década. El vencimiento del arreglo transitorio
el 7 de febrero de 2026 sin llevar a cabo elecciones profundizó la
incertidumbre institucional.
Se aprobó un decreto electoral revisado y un presupuesto de $120
millones de dólares, pero la fecha inicial prevista para agosto de
2026 ya no era viable en julio; el Consejo Electoral Provisional y el
gobierno trabajaban en un calendario revisado.
La expectativa comunicada por la ONU es realizar una primera
vuelta antes de que termine 2026 y permitir la toma de posesión de
nuevas autoridades electas en febrero de 2027.
Los grupos armados controlan numerosos barrios, corredores
económicos, carreteras y zonas agrícolas. Esto interrumpe la
movilidad, el comercio, el acceso a escuelas y hospitales, así como
el registro de votantes y la distribución de materiales electorales.
Para 2026, un total de 6.4 millones de personas, más de la mitad de
la población, requieren asistencia humanitaria; 5.7 millones
enfrentan inseguridad alimentaria aguda y cerca de 1.5 millones
están desplazadas internamente.
El Plan de Respuesta Humanitaria 2026 requiere $880 millones
para asistir a 4.2 millones de personas vulnerables; en abril llevaba
19.5% de financiamiento. Esto revela una brecha entre la dimensión
de las necesidades y la capacidad de respuesta disponible.

Haití atraviesa una crisis multidimensional en la que la violencia de
grupos armados, la fragilidad institucional, el desplazamiento masivo, el
hambre y la ausencia prolongada de autoridades electas se refuerzan
mutuamente. La transición política busca restablecer un gobierno
democrático mediante elecciones, pero su viabilidad depende de
recuperar condiciones mínimas de seguridad, participación y Estado de
derecho.

El problema no es únicamente de seguridad, sino que se trata de una
crisis de gobernabilidad y protección de derechos que limita la
capacidad estatal de organizar elecciones, impartir justicia y garantizar
servicios esenciales.
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POLÍTICAS
La inseguridad no es un contexto externo al proceso electoral:
condiciona quién puede registrarse, hacer campaña, votar y
fiscalizar resultados. Sin seguridad territorial, una elección puede
ser formalmente convocada pero materialmente excluyente.
La falta de calendario electoral definitivo prolonga la
incertidumbre sobre la representación política y abre espacio a
acuerdos frágiles o disputas entre actores de transición. La
prioridad inmediata identificada en el Consejo de Seguridad es
un calendario “creíble y realista”.
La seguridad debe concebirse como un medio para la restitución
democrática, no como un sustituto permanente de la política civil.

SOCIALES Y HUMANITARIAS
El desplazamiento presiona a comunidades receptoras,
escuelas, sistemas de salud, vivienda, agua y saneamiento. El
Plan Humanitario estima que 1.4 millones de personas ya habían
sido forzadas a abandonar sus hogares al cierre de 2025.
El hambre está ligada a la violencia: las rutas bloqueadas, los
mercados interrumpidos y el limitado acceso a zonas agrícolas
elevan precios y reducen ingresos y disponibilidad de alimentos.
Mujeres, niñas, niños y personas desplazadas enfrentan riesgos
diferenciados, incluidos violencia sexual y de género,
explotación, reclutamiento, separación familiar y pérdida de
acceso a salud y educación.

JURÍDICAS Y DE DERECHOS HUMANOS
Las operaciones contra grupos armados deben cumplir los
principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, precaución
y rendición de cuentas. Las cifras de víctimas vinculadas a
operativos hacen indispensable investigar muertes y lesiones de
civiles, así como abusos atribuidos a agentes estatales o grupos
de autodefensa.
La recuperación del orden público requiere fortalecer fiscalías,
tribunales, investigación criminal, protección de testigos, control
de armas y sanción de redes de financiamiento, no sólo ampliar
operaciones de fuerza.
Un proceso electoral legítimo exige derechos políticos efectivos:
libertad de movimiento, expresión, asociación, seguridad de
candidaturas y electorado, acceso equitativo a información y
mecanismos independientes de resolución de controversias.

PRINCIPALES
IMPLICACIONES
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ELEMENTOS CLAVE
La Oficina del Alto Comisionado de la ONU para los Derechos
Humanos registró al menos 5,519 personas asesinadas y 2,608
heridas entre el 1 de marzo de 2025 y el 15 de enero de 2026. Del
total de víctimas documentadas, una proporción considerable se
produjo durante operaciones de seguridad contra grupos armados,
lo que demanda controles estrictos de legalidad, proporcionalidad y
rendición de cuentas.
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Cerca de 90% de Puerto Príncipe se
encontraba bajo control de grupos
armados, según una actualización

humanitaria de la ONU de abril de 2026.
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POSIBLES LÍNEAS DE ACCIÓN
Estas son algunas de las medidas y acciones que deberían ser
implementadas para hacer frente a la situación:

Se debe secuenciar la seguridas y las elecciones, sin posponer
indefinidamente la democracia.
Definir metas territoriales verificables: protección de rutas, centros de
registro, zonas de votación y transporte de materiales antes de cada
fase electoral.
Adoptar un calendario electoral revisado, público y técnicamente
factible; que debe de contener hitos, responsables, presupuesto,
mecanismos de contingencia y criterios para evaluar condiciones de
seguridad, sin trasladar decisiones críticas a negociaciones opacas.
Debe priorizarse la protección civil a partir del establecimiento
independiente de las operaciones de seguridad, protocolos frente al
uso de la fuerza, atención a víctimas y canales de denuncia
accesibles en zonas de desplazamiento.
Financiar la respuesta humanitaria de forma sostenida, ya que el
déficit de financiamiento no debe tratarse como un problema
secundario: la asistencia alimentaria, el albergue, el agua, la salud y
la educación reducen las condiciones que alimentan el reclutamiento
y la coerción armada.
El apoyo internacional debe responder a prioridades definidas por
actores haitianos legítimos, reforzar instituciones públicas y evitar
reproducir esquemas de sustitución externa de la capacidad estatal.
Las políticas deben diferenciar entre Puerto Príncipe, Artibonite,
Centro, Grand Sud y Grand Nord, así como reconocer los riesgos
específicos para mujeres, infancia y población desplazada.
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